
CONFLICTO DE COMPETENCIAS ADMINISTRATIVAS – Entre Tribunal Administrativo de Cundinamarca y Procuraduría General de la Nación / CONFLICTO DE COMPETENCIAS ADMINISTRATIVAS – Competencia de la Sala de Consulta dada la inexistencia de un superior común inmediato
Los conflictos de competencia que se presenten entre autoridades que deban conocer de una actuación disciplinaria, en cualquiera de sus instancias, se regulan por el artículo 82 del Código Disciplinario Único. (…) En el presente caso no cabe aplicar esta disposición debido a que las dos partes en conflicto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sala Plena - y la Procuraduría General de la Nación no tienen un superior común de ninguna índole, en virtud de la autonomía que el artículo 228 de la Constitución confiere a la Rama Judicial y que el artículo 275 y siguientes de la misma Carta reconocen al Ministerio Público. Dada la imposibilidad de aplicar en este caso el artículo 82 de la Ley 734 de 2002, le corresponde al Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, ejercer su función general de resolver los conflictos de competencias administrativas que se presenten entre dos o más autoridades, entidades u organismos del Estado, en los términos previstos en los artículos 39 y 112, numeral 10 del CPACA. (…) De acuerdo con los antecedentes, el presente conflicto de competencias enfrenta a la Procuraduría General de la Nación, organismo autónomo del orden nacional, y al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que forma parte de la Rama Judicial, la cual, a su vez, ejerce funciones en todo el territorio nacional. El asunto que se discute es de naturaleza administrativa, como lo ha reconocido la jurisprudencia y también la doctrina de esta Sala, y lo aceptan sin reservas las dos partes en conflicto. Este versa sobre un punto concreto, consistente en determinar quién debe resolver los recursos de apelación interpuestos por el señor Henry Mora Riaño y su defensora de oficio contra la decisión adoptada por la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 31 de julio de 2013, mediante la cual se declaró responsable al señor Mora y se le impuso una sanción disciplinaria.

FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 – ARTICULO 39 / LEY 1437 DE 2011 – ARTICULO 112 / LEY 734 DE 2002 – ARTCIULO 82 / ACUERDO 209 DE 1997
EMPLEADOS ADSCRITOS A LA SECRETARIA GENERAL – Desde el punto de vista administrativo dependen de la Sala Plena y no del respectivo secretario / INVESTIGACION DISICIPLINARIA DE EMPLEADOS ADSCRITOS A LA SECRETARIA GENERAL DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS – La primera instancia corresponda a la Sala Plena del Tribunal mientras que la segunda instancia corresponde a la Sala Plena del Consejo de Estado
El análisis sistemático de las normas citadas, además de su estudio gramatical, llevan a concluir que, bajo la regulación contenida en el Acuerdo 209 de 1997 sobre el funcionamiento de los tribunales administrativos, los empleados adscritos a la secretaría general no dependen jerárquicamente del respectivo secretario, desde el punto de vista administrativo, sino de la sala plena. Adicionalmente, en el caso específico del Tribunal de Cundinamarca, los empleados de las secretarías de cada sección y subsección, no dependen jerárquicamente de los respectivos secretarios, sino de cada una de las secciones. En esa medida, los citados secretarios no fungen como superiores jerárquicos-administrativos de aquellos empleados, sino como sus superiores funcionales, esto es, para la coordinación, la dirección o supervisión y el control de las tareas o actividades que les corresponde ejecutar en desarrollo de sus cargos, tal como lo sugiere el artículo 21 del acuerdo que se comenta, cuando advierte que se trata de “empleos adscritos funcionalmente a las secretarías”. (…) La Sala considera que cuando la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca asumió competencia para resolver en primera instancia el proceso disciplinario contra los señores Edgar Villarraga Mesa y Henry Mora Riaño, lo hizo dando cumplimiento a las normas del Acuerdo Nº 209 de 1997 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, disposiciones que, por los motivos indicados, no resultan aparentemente opuestas a las disposiciones legales que señalan la competencia para el conocimiento de los procesos disciplinarios contra empleados judiciales, principalmente aquellas contenidas en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y en el Código Disciplinario Único. Por tal motivo, la Sala no encuentra razones válidas ni suficientes para concluir que la referida sección del Tribunal Administrativo de Cundinamarca no sea competente para adoptar la decisión que tomó en el citado proceso disciplinario. A partir de esta afirmación se hace necesario, ahora sí, determinar quién es el funcionario o la corporación judicial para conocer de este asunto en segunda instancia y, en tal virtud, resolver los recursos de apelación presentados contra el mencionado fallo. En este punto es necesario recordar que los magistrados de los tribunales administrativos son elegidos por la Sala Plena del Consejo de Estado, tal como lo disponen el artículo 131 numeral 5º de la Ley Estatutaria y el artículo 2º numeral 3º del Reglamento Interno de esta corporación, motivo por el cual la Sala Plena, en su condición de nominadora de los referidos funcionarios judiciales, debe ser considerada como su superior jerárquico, según lo que se ha explicado en esta decisión. 

FUENTE FORMAL: ACUERDO 209 DE 1997
RAMA JUDICIAL – Ejercicio de funciones administrativas / RAMA JUDICIAL – Superiores funcionales y administrativos 

La autonomía constitucional de la Rama Judicial no solo se refiere a la forma como los órganos, dependencias y funcionarios que la integran cumplen su función primordial de administrar justicia, es decir, de declarar y hacer efectivos los derechos individuales y colectivos de las personas, sino que también alude a la manera como la Rama se organiza internamente y gestiona sus recursos humanos, físicos, técnicos y financieros para cumplir de manera más eficiente su objetivo constitucional y misional. Por tal razón el artículo 228 de la Constitución, además de señalar que las decisiones de la Administración de Justicia son independientes, establece que “su funcionamiento será desconcentrado y autónomo”. (…) La distinción entre la función jurisdiccional propia del cuerpo de jueces que integran la Rama Judicial, y las funciones administrativas atinentes a la capacidad de autogestión o gobernanza interna de la Rama, se encuentra ampliamente desarrollada en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, Ley 270 de 1996, cuyo título IV se denomina justamente “De la administración, gestión y control de la Rama Judicial.” Dicho título establece y regula las funciones administrativas del Consejo Superior de la Judicatura, así como también las funciones, actividades y tareas administrativas a cargo de las diferentes corporaciones y despachos judiciales. El título VI (“Disposiciones generales”) de la Ley Estatutaria regula otros asuntos de carácter administrativo que conciernen no solo a los órganos de administración general de la Rama Judicial sino que involucran a todas las corporaciones y funcionarios judiciales. Se trata de asuntos tales como: nombramiento de funcionarios y empleados judiciales, verificación de requisitos para el desempeño de los cargos, provisión de los empleos, traslados, comisiones de servicios, provisión de vacancias temporales, licencias, permisos, autorización a invitaciones de gobiernos extranjeros, suspensión en el empleo, vacaciones, retiro del servicio y carrera judicial, temas todos que conciernen directamente a la organización interna y al adecuado funcionamiento de la Rama. 

De la precedente relación de funciones se desprende que las Altas Cortes y los tribunales, bien sea por medio de sus órganos de gobierno o de sus salas, ejercen rutinariamente numerosas funciones de naturaleza administrativa y, como adelante se explicará, lo hacen en su condición de superiores jerárquicos, respectivamente, de los magistrados de los tribunales y de los jueces. (…) Superiores funcionales y administrativos en la estructura jerárquica de la Rama Judicial. En su decisión del 13 de agosto de 2013 esta Sala explicó que la Rama Judicial está organizada de forma jerárquica, es decir, que cuenta con una estructura organizacional compuesta por diferentes niveles o grados de autoridad, dentro de los cuales se ubican los distintos jueces, tribunales y demás corporaciones judiciales, en la forma establecida en la Carta Política y en el artículo 11 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. La Ley Estatutaria diferencia, en la estructura organizacional de la Rama, dos categorías de superioridad jerárquica: i) los superiores jerárquicos en el orden jurisdiccional (o funcional) y ii) los superiores jerárquicos en el orden administrativo. Ambas superioridades (en el orden jurisdiccional y en el administrativo) se predican de los funcionarios judiciales, como lo reconoce expresamente el artículo 5º. (…)Si esta distinción no existiera o careciera de relevancia, la norma transcrita no se hubiera referido a superiores jerárquicos “en el orden administrativo o jurisdiccional”, pues sencillamente hubiese utilizado la expresión “superior jerárquico” o simplemente “superior”. Debe inferirse, por tanto, que no es lo mismo un superior en el orden jurisdiccional que un superior en el orden administrativo, aunque con frecuencia tales calidades confluyan en un mismo servidor o en una misma corporación de la Rama Judicial. La diferencia legal entre estas dos categorías de superiores, los “funcionales o judiciales”, y los “administrativos”, resulta confirmada por otras disposiciones constitucionales y legales-estatutarias. (…) Como se observa en las normas citadas, la ley prevé que tanto los empleados como los funcionarios judiciales, es decir, los jueces, magistrados y fiscales, tengan superiores en el plano funcional y también en el campo administrativo, calidades que algunas veces coinciden y otras no en las mismas personas o corporaciones. El análisis de las mismas disposiciones permite inferir, igualmente, que los superiores administrativos o “jerárquicos” de los jueces y magistrados son sus respectivos nominadores, por regla general, pues a estos compete la mayor parte de funciones administrativas y las más importantes en relación con aquellos, si bien en algunos casos y para ciertos fines específicos, la ley señala otros superiores administrativos. 

FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA – ARTICULO 228 / LEY 270 DE 1996

PROCESOS DISICIPLINARIOS CONTRA EMPLEADOS JUDICIALES – Competencia / PROCESOS DISICIPLINARIOS CONTRA EMPLEADOS JUDICIALES – Respeto del principio de la doble instancia
De acuerdo con el artículo 125 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, “tienen la calidad de funcionarios los magistrados de las Corporaciones Judiciales, los Jueces de la República y los Fiscales”, al paso que son empleados “las demás personas que ocupen cargos en las Corporaciones y Despachos Judiciales y en los órganos y entidades administrativas de la Rama Judicial”.  En el análisis que sigue la Sala se referirá exclusivamente a los procesos disciplinarios que se adelanten contra empleados judiciales, y dejará de lado los procesos disciplinarios contra funcionarios judiciales, cuyo conocimiento compete a las Salas Disciplinarias del Consejo Superior y de los consejos seccionales de la judicatura, con excepción de aquellos que se tramiten contra funcionarios que gocen de fuero constitucional. El artículo 115 de la Ley 270 de 1996 (Estatutaria de la Administración de Justicia) fijó las reglas generales sobre la competencia para conocer de los procesos disciplinarios contra los empleados de la Rama Judicial. (…)  Al concordar el artículo 115 de la Ley 270 de 1996 con el artículo 74 del CPACA se llega a la conclusión de que el funcionario o corporación competente para conocer en segunda instancia de los procesos disciplinarios contra empleados judiciales es aquel o aquella que tenga el carácter de superior administrativo o funcional del empleado o funcionario que haya tramitado o adelante el proceso en primera instancia.  Dado que el control disciplinario sobre los empleados judiciales es una función netamente administrativa, y que la Rama Judicial cuenta con una estructura orgánica claramente jerarquizada, el superior inmediato que debe tramitar la segunda instancia en esta clase de procedimientos no podría ser el funcional sino el administrativo, el cual por regla general y en virtud de su autonomía, debe encontrarse al interior de la misma Rama. Solo excepcionalmente, cuando dicho superior administrativo en definitiva no exista, sería necesario acudir a un superior ajeno a la Rama Judicial, para así garantizar el principio de la doble instancia en los procedimientos disciplinarios.  (…) El artículo 76 de la Ley 734 aporta un elemento adicional que resulta de singular importancia, ya que tiene fundamento constitucional, consistente en que en los procedimientos disciplinarios debe garantizarse el principio de la doble instancia. Por este motivo, cuando la estructura de la entidad, dependencia u organismo de que se trate no permite garantizar dicho principio, la segunda instancia será competencia de la Procuraduría General de la Nación. (…) Como se explicó en el acápite anterior, los funcionarios judiciales, incluyendo los jueces y los magistrados, tienen superiores jerárquicos en el campo administrativo. A este respecto la regla general, aunque no absoluta, es que el superior jerárquico de los funcionarios judiciales es su nominador, si bien en algunos casos y para ciertos fines específicos la ley habilita a otros funcionarios o corporaciones para actuar como superiores del respectivo funcionario judicial. Esta regla general obedece, a juicio de la Sala, a que la potestad que con mayor intensidad y claridad denota una superioridad jerárquica al interior de cualquier empresa, entidad u organización, pública o privada, es la facultad de nombrar o designar a un empleado, separarlo de su cargo, aceptar su retiro y nombrar su reemplazo en forma provisional o definitiva. Por tanto, cuando el artículo 74 del CPACA, aplicable a estos procedimientos por la remisión que ordena el artículo 115 de la Ley 270 de 1996, se refiere al “inmediato superior administrativo”, o cuando el artículo 76 del Código Disciplinario Único menciona el “superior jerárquico”, tales disposiciones aluden, en el caso de la Rama Judicial, al funcionario o corporación judicial que actúe como superior inmediato en el plano administrativo del empleado o funcionario judicial que conozca o haya conocido el proceso disciplinario en primera instancia. Tal como se explicó, ese funcionario o corporación es, por regla general, el nominador del funcionario investigador.  

FUENTE FORMAL: LEY 270 DE 1996 - ARTICULO 125

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL

Consejero ponente: ÁLVARO NAMÉN VARGAS (E)

Bogotá, D.C., seis (6) de agosto de dos mil quince (2015)
Radicación número: 11001-03-06-000-2014-00217-00(C)

Actor: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA
La Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, en cumplimiento de la función prevista en los artículos 39 y 112, numeral 10 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), pasa a resolver el presunto conflicto negativo de competencias administrativas suscitado entre el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sala Plena - y la Procuraduría General de la Nación – Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial -, con el fin de establecer cuál de los dos organismos, o eventualmente un tercero, debe resolver los recursos de apelación interpuestos por el señor Henry Mora Riaño y su defensora de oficio contra la providencia del 31 de julio de 2013, dictada por la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en la cual declaró responsable al señor Mora y le impuso una sanción disciplinaria, dentro del proceso radicado con el Nº 25000-23-25-000-2011-00970-01
. 
I. ANTECEDENTES

1. Con auto del 28 de marzo de 2012, el doctor Luis Alberto Álvarez Parra, Magistrado de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, ordenó abrir investigación disciplinaria contra los señores Edgar Villarraga Mesa y Henry Mora Riaño, empleados de la Secretaría de la Subsección “D” de la Sección Segunda de dicha corporación, debido a la pérdida de unos expedientes que se había ordenado devolver a juzgados administrativos (folios 118 a 124 del expediente disciplinario). 

2. El 31 de julio de 2013, la Sección Segunda del Tribunal de Cundinamarca, en sesión plenaria, dictó fallo disciplinario de primera instancia, en el cual resolvió eximir de cualquier responsabilidad al señor Villarraga Mesa y declarar responsable al señor Mora Riaño, a quien le impuso como sanción la suspensión en el ejercicio del cargo por tres (3) meses. Igualmente, dispuso que contra esa decisión procedía el recurso de apelación ante la Procuraduría General de la Nación – Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial (folios 362 a 384 ibídem). 
3. Mediante sendos escritos presentados el 16 de agosto de 2013, el señor Mora y su defensora de oficio interpusieron el recurso de apelación contra la citada decisión (folios 394 a 404 del mismo expediente). 

4. El 22 de agosto de 2013, el Magistrado Álvarez Parra, actuando como ponente, concedió los mencionados recursos ante la Procuraduría General de la Nación – Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial (folio 406 ídem). 

5. Por medio de auto del 28 de noviembre de 2013, la Procuraduría Delegada se declaró sin competencia para resolver los recursos de apelación presentados y ordenó “remitir por competencia las presentes diligencias ante la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de su conocimiento, como se indicó en la parte considerativa de ésta (sic) decisión…”. Asimismo, propuso un conflicto negativo de competencias administrativas, en el evento de que esa corporación tampoco aceptara la competencia para decidir sobre este asunto. Como fundamento principal de su providencia, la Procuraduría hizo referencia a la decisión del 13 de agosto de 2013 proferida por la Sala de Consulta y Servicio Civil
, en la cual se varió la doctrina que la misma Sala había tenido tradicionalmente sobre este asunto, y la Resolución Nº 539 del 30 de octubre de 2013 expedida por el Procurador General de la Nación, con la cual se modificó la competencia que el mismo funcionario había otorgado a la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial mediante la Resolución Nº 77 de 2012, para conocer en segunda instancia de los procesos disciplinarios contra empleados judiciales, en el sentido de precisar que la Procuraduría solo intervendrá en tales actuaciones cuando haga uso de su poder disciplinario preferente. (Folios 407 a 411 del expediente disciplinario). 
6. Un vez recibido el expediente en el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, fue repartido al doctor Alfonso Sarmiento Castro, Magistrado de la Sección Tercera, quien ordenó remitirlo a la Sección Segunda, Subsección “D”, mediante auto del 10 de febrero de 2014, para “impartir el trámite que corresponde a la apelación”, teniendo en cuenta que la Sección Segunda de dicho tribunal es quien había actuado como autoridad disciplinaria de primera instancia (folios 4 y 5 del expediente del conflicto). 

7. Con auto del 28 de febrero de 2014, el Magistrado Luis Alberto Álvarez Parra ordenó devolver el expediente a su colega Sarmiento Castro, para que elaborara la respectiva ponencia, por habérsele repartido a él este asunto, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo Nº 209 del 10 de diciembre de 1997 proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura
 (folios 8 y 9 ibídem). 
8. El 27 de mayo de 2014, el doctor Alfonso Sarmiento Castro ordenó remitir de nuevo el expediente al Magistrado Álvarez Parra, arguyendo que como el fallo disciplinario de primera instancia, con ponencia de este último, había sido adoptado por la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, quien dispuso que contra el mismo procedía el recurso de apelación ante la Procuraduría General de la Nación, cualquier modificación en este aspecto exigiría un nuevo pronunciamiento de la misma sección (folios 11 a 13 del mismo expediente). 

9. Mediante auto del 18 de julio de 2014, el Magistrado Luis Alberto Álvarez Parra dispuso remitir el proceso al magistrado que le siguiera en turno, dentro de la Subsección “D” de la Sección Segunda del Tribunal, según lo decidido por esa dependencia en sesión del 14 de julio de 2014, en la cual se aprobó plantear un conflicto negativo de competencias administrativas ante la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado (folio 15 ibídem).

10. Mediante providencia del 13 de agosto de 2014, la Sección Segunda (en pleno) del Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró la falta de competencia de “esta Corporación” para conocer de los recursos de apelación interpuestos por el señor Mora Riaño y su apoderada de oficio en el proceso disciplinario, y planteó la existencia de un conflicto de competencias administrativas con la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial, por lo cual ordenó remitir el expediente a la Sala de Consulta y Servicio Civil (folios 17 a 23 ídem). 
II. ACTUACIÓN PROCESAL
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 39 del CPACA se fijó edicto en la Secretaría de la Sala durante cinco (5) días hábiles (folio 27 del expediente del conflicto).    

Los informes secretariales que obran en el expediente dan cuenta del cumplimiento del trámite ordenado por el inciso tercero de la misma norma (folios 28 a 33 ibídem).
La Procuraduría General de la Nación, por intermedio de su Delegado para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial, presentó alegatos (folios 34 a 43), tal como lo hizo constar la Secretaria de la Sala (folio 44). 
Mediante auto del 29 de octubre de 2014, el suscrito Ponente ordenó oficiar por conducto de la Secretaría al Presidente del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para que la Sala Plena de dicho tribunal interviniera como parte en el conflicto de competencias, pues hasta ese momento no lo había hecho, y también ordenó oficiar a la Presidenta del Consejo de Estado, para que la Sala Plena de esta corporación interviniera en el presente asunto, ya que, “en virtud de lo previsto en los artículos 11, 115 y 131, entre otros, de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia ..., en armonía con los artículos 67 y 76 de la Ley 734 de 2002… es posible que la Sala Plena del Consejo de Estado sea competente para resolver el asunto que motiva el presente conflicto de competencias” (subraya del original). (Folios 45 a 47). 

En respuesta a dicha solicitud, el 27 de marzo de 2015 se recibió un oficio suscrito por la doctora Beatriz María Martínez Quintero, Presidenta del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en el cual sostiene que la posición mayoritaria actual de la Sala Plena de esa corporación sobre la competencia para conocer de los procesos disciplinarios contra empleados adscritos a las secretarías de las secciones, en primera y en segunda instancia, es la adoptada en providencia del 28 de octubre de 2013, reiterada en decisión del 2 de marzo de 2015, de las cuales anexa copia, junto con sus respectivos salvamentos y aclaraciones de voto (folios 51 a 118).

El 16 de abril de 2015, el Magistrado Ponente ordenó, por intermedio de la Secretaría, oficiar de nuevo al Presidente del Consejo de Estado, con el fin de reiterar la invitación hecha a la Sala Plena de esta corporación para que interviniera en el presente conflicto de competencias administrativas, por las razones señaladas en el auto del 29 de octubre de 2014 (folio 119).

El 11 de mayo del año en curso se recibió un oficio suscrito por el Presidente del Consejo de Estado, en el cual informa que, según lo acordado en sesión del 5 de mayo pasado, la Sala Plena había decidido no hacer pronunciamiento alguno dentro de este conflicto, teniendo en cuenta que dicha intervención es facultativa, como se deduce del artículo 39 del CPACA, y en atención a las siguientes razones: (i) en primer lugar, porque la Sala Plena del Consejo de Estado no es parte en dicho asunto; (ii) en segundo lugar, porque la intervención de la Sala Plena podría dar lugar a impedimentos posteriores, “en el evento de ser sometidos a control de legalidad los actos administrativos que resuelvan la actuación disciplinaria”, y (iii) porque la posición que pudiera fijar la Sala Plena “podría conllevar el arrogarse o desechar la competencia que ha de ser determinada por parte de la Sala de Consulta y Servicio Civil, al resolver el conflicto”.  (Folios 121 y 122).
Es importante señalar que los magistrados de la Sala de Consulta y Servicio Civil no participamos en la citada sesión de la Sala Plena, al habernos declarado impedidos para el efecto; impedimentos que fueron estudiados y aceptados por la Sala Plena.     

III. ARGUMENTOS DE LAS PARTES
1. Posición del Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sala Plena
Tal como se indicó en el capítulo anterior, la Presidenta del Tribunal Administrativo de Cundinamarca manifestó que la posición mayoritaria de la Sala Plena de esa corporación es la contenida en providencia del 28 de octubre de 2013
, reiterada en decisión del 2 de marzo de 2015
.

En la primera de las providencias citadas, la Sala Plena del Tribunal, luego de efectuar un pormenorizado recuento y un cuidadoso análisis de las normas constitucionales y legales que considera aplicables, de lo dispuesto en el Acuerdo Nº 209 de 1997 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, de la jurisprudencia y de la doctrina de esta Sala, concluye que los procesos disciplinarios contra los empleados judiciales deben ser conocidos, en primera instancia, por su superior inmediato, y en segunda instancia, por el superior jerárquico de este en el campo administrativo, es decir, del empleado o funcionario investigador, el cual, en el caso de los funcionarios judiciales, es su nominador. 
Con base en dicho análisis, manifiesta que la competencia para conocer en primera instancia de los procesos disciplinarios contra los empleados que laboran en la secretaría de las secciones y las subsecciones del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, radica en el secretario de la respectiva sección o subsección, y la competencia para tramitar y fallar dichos procesos en segunda instancia corresponde a la sala plena de la respectiva sección, en su calidad de nominadora de tales empleados. Por otra parte, si el sujeto investigado fuere el Secretario General del Tribunal o el secretario de alguna de sus secciones o subsecciones, la competencia correspondería, en primera instancia, a la Sala Plena de dicha corporación o a la sala plena de la respectiva sección, según el caso, y en ambos eventos, la segunda instancia sería competencia del Consejo de Estado, en su calidad de nominador de los magistrados que conforman las mencionadas salas plenas.   
Vale la pena mencionar que frente a la posición mayoritaria expresada por la Sala Plena del Tribunal en esta decisión, diez (10) magistrados salvaron su voto y uno (1) lo aclaró. Quienes salvaron el voto manifestaron, en general, que de acuerdo con varias normas contenidas en el Acuerdo 209 de 1997, la competencia para investigar disciplinariamente a los empleados adscritos a la Secretaría General del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, no le corresponde al respectivo Secretario, sino a la Sala Plena de esa corporación, pues así lo dispone expresamente el artículo 5º, literal m) del referido Acuerdo, además de que otras disposiciones del mismo establecen que la Sala Plena es la nominadora de los referidos empleados y que estos dependen jerárquicamente de aquella y no del Secretario General. Algo similar ocurre en relación con los empleados que prestan sus servicios en las secretarías de las secciones y subsecciones, caso en el cual el control disciplinario sobre los mismos debe ejercerlo la sala plena de la respectiva sección y no el secretario de la sección o de la subsección de que se trate.

En relación con la competencia para tramitar y resolver los procesos disciplinarios contra estos empleados en segunda instancia, algunos de los magistrados disidentes no se pronunciaron, mientras que otros consideraron que dicha competencia está asignada a la Procuraduría General de la Nación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 del Código Disciplinario Único.   
2. Posición de la Procuraduría General de la Nación
La Procuraduría General de la Nación, por intermedio de su Delegado para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial, manifiesta que, con similares argumentos a los expuestos por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el Procurador General de la Nación había expedido la Resolución Nº 77 del 5 de marzo de 2012, mediante la cual modificó el artículo 19, inciso 10º de la Resolución Nº 17 de 2000, dictada por el mismo funcionario con el propósito de asignar expresamente a la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial la competencia para conocer en segunda instancia de los procesos disciplinarios contra empleados judiciales que hubiesen sido tramitados en primera instancia por los respectivos despachos judiciales. 

Señala, sin embargo, que a raíz de la decisión adoptada por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado el 13 de agosto de 2013, en la cual, a su juicio, resulta “… evidente que el máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo modificó la postura que venía siendo decantada respecto del conocimiento en segunda instancia de los procesos disciplinarios adelantados contra los empleados de la Rama Judicial…”, el Procurador General expidió la Resolución Nº 539 del 30 de octubre de 2013, por medio de la cual modificó el artículo 1º de la Resolución Nº 77 de 2012, para establecer que la competencia de la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial, en relación con los procesos disciplinarios contra empleados judiciales, se limita a aquellos eventos en los que la Procuraduría decida intervenir en ejercicio de su poder preferente.
Recuerda la Procuraduría que esta posición fue ratificada y desarrollada por la Sala de Consulta en decisión del 25 de agosto de 2014
, al resolver un conflicto de competencias entre ese organismo y la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal.  

Adicionalmente expone en sus alegatos los siguientes argumentos que solicita a la Sala evaluar, con el fin de mantener y reforzar la posición adoptada por esta corporación en la citada decisión del 13 de agosto de 2013, y evitar cualquier duda que pueda subsistir en esta materia: 
(i) Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 115 de la Ley 270 de 1996, en armonía con el 74 del CPACA, debe concluirse que la competencia para conocer en segunda instancia de los procesos disciplinarios contra empleados judiciales corresponde al “superior administrativo o funcional” del empleado o funcionario que haya tramitado o tramite el proceso en primera instancia. 

(ii) Agrega que como la Corte Suprema de Justicia ha definido que los funcionarios judiciales no tienen “superior jerárquico”, es decir, superior en el campo administrativo, sino únicamente en el funcional, resulta forzoso entender que el superior de tales funcionarios, al que alude el artículo 74 del CPACA, es el superior funcional, a quien le corresponde, por lo tanto, decidir los recursos de apelación y, en general, conocer en segunda instancia de los procesos disciplinarios llevados a cabo por sus subalternos funcionales.
(iii) Conforme a la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, en armonía con la Ley 734 de 2002, es evidente que todos los funcionarios y las corporaciones judiciales tienen potestad disciplinaria, en lo que respecta a los empleados de sus propios despachos y dependencias. Siendo ello así, se pregunta ¿qué impide a un magistrado o a una corporación judicial revisar en segunda instancia las actuaciones y decisiones adoptadas por sus inferiores en materia disciplinaria? 

(iv) Para el Procurador Delegado no existe un vacío en la normatividad vigente en cuanto a la competencia para tramitar en segunda instancia los procesos disciplinarios contra empleados judiciales, pues dicha competencia se deriva de lo preceptuado en el artículo 115 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, en armonía con el CPACA y el Código Disciplinario Único. Distinta sería la situación si el proceso disciplinario fuese tramitado en primera instancia por la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o la Corte Constitucional, pues en su condición de órganos de cierre de sus respectivas jurisdicciones, no tienen superior jerárquico ni funcional, por lo cual habría que aplicar en dichos casos, de manera residual, lo previsto en el inciso 4º del artículo 76 de la Ley 734, sobre la competencia de la Procuraduría General de la Nación para conocer de tales procesos en segunda instancia. 

(v) Finalmente la Procuraduría explica que, de acuerdo con las normas constitucionales y legales pertinentes, a ese órgano de control no le corresponde ejercer el control disciplinario sobre todos los servidores públicos de manera general, pues en principio dicha función debe ser cumplida internamente por cada entidad, organismo, rama o dependencia, sin perjuicio del poder preferente que en materia disciplinaria le ha sido otorgado a la Procuraduría. Por tal razón, así como por la autonomía constitucional de la Rama Jurisdiccional, el control disciplinario sobre los funcionarios y empleados judiciales en sus dos instancias debe ser ejercido en principio por la misma Rama, así: en el caso de los empleados judiciales, por sus superiores inmediatos, en la primera instancia, y por los superiores de estos en la segunda; y en el caso de los funcionarios judiciales (jueces, magistrados y fiscales), por la denominada “Jurisdicción Disciplinaria”, integrada por el Consejo Superior de la Judicatura y los respectivos Consejos Seccionales. De esta manera la intervención de la Procuraduría en los procesos disciplinarios contra empleados judiciales está limitada al ejercicio del poder preferente y a aquellos casos excepcionales en los que deba intervenir de forma residual, ante la verdadera inexistencia de un superior jerárquico dentro de la Rama Judicial que pueda conducir la segunda instancia.        
Por las razones anteriores la Procuraduría General de la Nación estima que no es competente para resolver los recursos de apelación interpuestos por el señor Henry Mora Riaño y su defensora de oficio. 
IV. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1.   Competencia de la Sala de Consulta y Servicio Civil
Los conflictos de competencia que se presenten entre autoridades que deban conocer de una actuación disciplinaria, en cualquiera de sus instancias, se regulan por el artículo 82 del Código Disciplinario Único, que dice así:  
“Artículo 82. Conflicto de competencias. El funcionario que se considere incompetente para conocer de una actuación disciplinaria deberá expresarlo remitiendo el expediente en el estado en que se encuentre, en el menor tiempo posible, a quien por disposición legal tenga atribuida la competencia. 
 

Si el funcionario a quien se remite la actuación acepta la competencia, avocará el conocimiento del asunto; en caso contrario, lo remitirá al superior común inmediato, con el objeto de que éste dirima el conflicto. El mismo procedimiento se aplicará cuando ambos funcionarios se consideren competentes.

 

El funcionario de inferior nivel, no podrá promover conflicto de competencia al superior, pero podrá exponer las razones que le asisten y aquel, de plano, resolverá lo pertinente”. (Se subraya). 

 
En el presente caso no cabe aplicar esta disposición debido a que las dos partes en conflicto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sala Plena - y la Procuraduría General de la Nación no tienen un superior común de ninguna índole, en virtud de la autonomía que el artículo 228 de la Constitución confiere a la Rama Judicial y que el artículo 275 y siguientes de la misma Carta reconocen al Ministerio Público. 

Dada la imposibilidad de aplicar en este caso el artículo 82 de la Ley 734 de 2002, le corresponde al Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, ejercer su función general de resolver los conflictos de competencias administrativas que se presenten entre dos o más autoridades, entidades u organismos del Estado, en los términos previstos en los artículos 39 y 112, numeral 10 del CPACA. 
En efecto, el citado artículo 112 relaciona entre las funciones de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, la de:

 “(…) 10. Resolver los conflictos de competencias administrativas entre organismos del orden nacional o entre tales organismos y una entidad territorial o descentralizada, o entre cualesquiera de estas cuando no estén comprendidas en la jurisdicción territorial de un solo tribunal administrativo.”

Asimismo el inciso primero del artículo 39 ibídem estatuye:

“Conflictos de competencia administrativa. Los conflictos de competencia administrativa se promoverán de oficio o por solicitud de la persona interesada. La autoridad que se considere incompetente remitirá la actuación a la que estime competente; si esta también se declara incompetente, remitirá inmediatamente la actuación a la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado en relación con autoridades del orden nacional… En caso de que el conflicto involucre autoridades nacionales y territoriales… conocerá la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado”.

De acuerdo con los antecedentes, el presente conflicto de competencias enfrenta a la Procuraduría General de la Nación, organismo autónomo del orden nacional, y al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que forma parte de la Rama Judicial, la cual, a su vez, ejerce funciones en todo el territorio nacional. 
El asunto que se discute es de naturaleza administrativa, como lo ha reconocido la jurisprudencia y también la doctrina de esta Sala, y lo aceptan sin reservas las dos partes en conflicto. Este versa sobre un punto concreto, consistente en determinar quién debe resolver los recursos de apelación interpuestos por el señor Henry Mora Riaño y su defensora de oficio contra la decisión adoptada por la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 31 de julio de 2013, mediante la cual se declaró responsable al señor Mora y se le impuso una sanción disciplinaria. 
En atención a las razones expuestas la Sala de Consulta y Servicio Civil encuentra que es competente para conocer de este asunto.
2. Ejercicio de funciones administrativas en la Rama Judicial
La autonomía constitucional de la Rama Judicial no solo se refiere a la forma como los órganos, dependencias y funcionarios que la integran cumplen su función primordial de administrar justicia, es decir, de declarar y hacer efectivos los derechos individuales y colectivos de las personas, sino que también alude a la manera como la Rama se organiza internamente y gestiona sus recursos humanos, físicos, técnicos y financieros para cumplir de manera más eficiente su objetivo constitucional y misional. 
Por tal razón el artículo 228 de la Constitución, además de señalar que las decisiones de la Administración de Justicia son independientes, establece que “su funcionamiento será desconcentrado y autónomo”. Por el mismo motivo la Carta Política dio existencia a un Consejo Superior de la Judicatura, con una Sala Administrativa (artículo 254), entre cuyas funciones se encuentran las de “administrar la carrera judicial”; “crear, fusionar y trasladar cargos en la administración de justicia” y “dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos y la regulación de los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador” (artículos 256 y 257).
La distinción entre la función jurisdiccional propia del cuerpo de jueces que integran la Rama Judicial, y las funciones administrativas atinentes a la capacidad de autogestión o gobernanza interna de la Rama, se encuentra ampliamente desarrollada en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, Ley 270 de 1996, cuyo título IV se denomina justamente “De la administración, gestión y control de la Rama Judicial.” Dicho título establece y regula las funciones administrativas del Consejo Superior de la Judicatura, así como también las funciones, actividades y tareas administrativas a cargo de las diferentes corporaciones y despachos judiciales. 

El título VI (“Disposiciones generales”) de la Ley Estatutaria regula otros asuntos de carácter administrativo que conciernen no solo a los órganos de administración general de la Rama Judicial sino que involucran a todas las corporaciones y funcionarios judiciales. Se trata de asuntos tales como: nombramiento de funcionarios y empleados judiciales, verificación de requisitos para el desempeño de los cargos, provisión de los empleos, traslados, comisiones de servicios, provisión de vacancias temporales, licencias, permisos, autorización a invitaciones de gobiernos extranjeros, suspensión en el empleo, vacaciones, retiro del servicio y carrera judicial, temas todos que conciernen directamente a la organización interna y al adecuado funcionamiento de la Rama. 
De la precedente relación de funciones se desprende que las Altas Cortes y los tribunales, bien sea por medio de sus órganos de gobierno o de sus salas, ejercen rutinariamente numerosas funciones de naturaleza administrativa y, como adelante se explicará, lo hacen en su condición de superiores jerárquicos, respectivamente, de los magistrados de los tribunales y de los jueces.             
3.  Superiores funcionales y administrativos en la estructura jerárquica de la Rama Judicial 
a. Jerarquías en la Rama Judicial. En su decisión del 13 de agosto de 2013 esta Sala explicó que la Rama Judicial está organizada de forma jerárquica, es decir, que cuenta con una estructura organizacional compuesta por diferentes niveles o grados de autoridad, dentro de los cuales se ubican los distintos jueces, tribunales y demás corporaciones judiciales, en la forma establecida en la Carta Política y en el artículo 11 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 

La Ley Estatutaria diferencia, en la estructura organizacional de la Rama, dos categorías de superioridad jerárquica: i) los superiores jerárquicos en el orden jurisdiccional (o funcional) y ii) los superiores jerárquicos en el orden administrativo. Ambas superioridades (en el orden jurisdiccional y en el administrativo) se predican de los funcionarios judiciales, como lo reconoce expresamente el artículo 5º, cuando dispone: 
“Artículo 5º. Autonomía e independencia de la Rama Judicial. La Rama Judicial es independiente y autónoma en el ejercicio de su función constitucional y legal de administrar justicia.

Ningún superior jerárquico en el orden administrativo o jurisdiccional podrá insinuar, exigir, determinar o aconsejar a un funcionario judicial para imponerle las decisiones o criterios que deba adoptar en sus providencias.” (Se resalta). 

Si esta distinción no existiera o careciera de relevancia, la norma transcrita no se hubiera referido a superiores jerárquicos “en el orden administrativo o jurisdiccional”, pues sencillamente hubiese utilizado la expresión “superior jerárquico” o simplemente “superior”. Debe inferirse, por tanto, que no es lo mismo un superior en el orden jurisdiccional que un superior en el orden administrativo, aunque con frecuencia tales calidades confluyan en un mismo servidor o en una misma corporación de la Rama Judicial. La diferencia legal entre estas dos categorías de superiores, los “funcionales o judiciales”, y los “administrativos”, resulta confirmada por otras disposiciones constitucionales y legales-estatutarias.

Esta distinción la confirma también el hecho de que en el campo administrativo o gubernativo de la Rama Judicial existen órganos, dependencias y empleados que carecen de la facultad de administrar justicia. Allí se ubican, por ejemplo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, las salas administrativas de los consejos seccionales de la judicatura y la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, con sus respectivas dependencias, seccionales y empleados. 

Tales órganos y empleados pueden ser superiores de empleados y funcionarios judiciales, aunque no laboren en sus mismas dependencias, para ciertos asuntos o tareas administrativas específicas, como lo referente a la carrera judicial o a la definición de los horarios y condiciones físicas y operativas para la prestación del servicio al público, entre otros, sin que tengan sobre dichos empleados y funcionarios, en el desempeño de sus deberes jurisdiccionales, facultades de control, revisión, tutela, supervisión o alguna otra que denote superioridad jerárquica en el ámbito funcional.
b. Algunos actos de superioridad administrativa. La Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, así como otras leyes y decretos reglamentarios parcialmente vigentes, regulan diversos trámites administrativos internos de la Rama Judicial en los que la decisión compete a determinados empleados, funcionarios o corporaciones judiciales, que algunas veces coinciden y otras no con aquellos que tienen el carácter de superior funcional o jurisdiccional del empleado o funcionario interesado. Así, por ejemplo: 

· El artículo 136 de la Ley Estatutaria dispone que “la comisión de servicios, se confiere por el superior” (se subraya), ya sea para ejercer las funciones propias del empleo en lugar diferente al de la sede o para cumplir ciertas misiones, como asistir a reuniones, conferencias o seminarios, entre otras. El artículo 137 ibídem aclara que la comisión de servicios se otorga mediante un acto administrativo, en el cual debe señalarse su duración, y el artículo 138 preceptúa que, en el evento de que el ejercicio de la comisión implique para el comisionado la separación temporal del cargo, “el nominador hará la correspondiente designación en encargo” (se subraya).

· El artículo 139 de la citada ley señala que compete a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, “a instancias de los respectivos superiores jerárquicos”, otorgar o no comisiones especiales a los magistrados de los tribunales superiores o de los consejos seccionales de la judicatura y a los jueces, para adelantar cursos de especialización hasta por dos años, para cumplir actividades de asesoría al Estado, o realizar investigaciones científicas o estudios relacionados con las funciones de la Rama Jurisdiccional hasta por seis meses. Esta norma estatutaria resulta de particular importancia para el asunto que nos ocupa, pues confirma que los magistrados de los tribunales, de los consejos seccionales de la judicatura y los jueces de la República tienen superiores jerárquicos, que son quienes, en este caso, deben proponer y dar el visto bueno a las comisiones especiales que a tales funcionarios conceda el Consejo Superior de la Judicatura.
· La misma atribución, aunque para períodos diferentes, corresponde a la respectiva Sala Plena, en el caso de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado y del Consejo Superior de la Judicatura, como lo dispone el artículo 140 ibídem.

· El artículo 142 de la misma ley dispone que “los funcionarios y empleados” tienen derecho a licencia no remunerada hasta por tres meses en cada año calendario, y más adelante agrega que “el superior la concederá teniendo en cuenta las necesidades del servicio” (se subraya). Sobre este punto, el artículo 143 precisa que “las licencias serán concedidas por la Sala de Gobierno de la Corporación nominadora, o por la entidad o funcionario que haya hecho el nombramiento”. (se subraya). 

· En cuanto a los permisos, el artículo 144 la Ley 270 de 1996 dispone que serán otorgados por “el Presidente de la Corporación a que pertenezca el Magistrado o de la cual dependa el Juez, o por el superior del empleado.” 

· En materia de vacaciones, el artículo 146 ejusdem señala que en el caso de los empleados y funcionarios judiciales que laboran en aquellos despachos y dependencias que, de acuerdo con esa disposición, no tienen derecho a disfrutar de vacaciones colectivas sino individuales
, serán concedidas, según el caso, por la Sala Administrativa del Consejo Superior o de los consejos seccionales de la judicatura, por la Sala de Gobierno del respectivo tribunal a los jueces y por el correspondiente nominador en los demás casos. 
· El artículo 147 de la citada ley determina que la suspensión en el ejercicio del cargo de un empleado o funcionario judicial, por cualquiera de las razones enlistadas en dicha norma, genera la vacancia temporal del respectivo cargo, por lo cual “la autoridad nominadora procederá a efectuar el respectivo nombramiento provisional o el encargo que corresponda, para la atención de las respectivas funciones” (se subraya). Esta disposición se encuentra en armonía con el artículo 132 ibídem, que establece la forma de proveer los cargos en la Rama Judicial ante diferentes situaciones administrativas.  
· El artículo 148 ibídem señala que el funcionario o empleado judicial que sea llamado a prestar servicio militar o convocado en calidad de reservista “deberá comunicarlo a la Corporación o funcionario que hizo la designación, quien autorizará su separación del servicio por todo el tiempo de la conscripción o de la convocatoria y designará su reemplazo, bien sea por vía del encargo o nombramiento provisional” (se subraya).

· En cuanto a la administración de la carrera judicial, aun cuando compete a las Salas Administrativas del Consejo Superior y de los consejos seccionales de la judicatura, debe cumplirse en coordinación y con la participación de las corporaciones judiciales y de los jueces, que tienen en este campo algunas atribuciones y tareas específicas que les señala el artículo 175 de la Ley Estatutaria.

· Esta norma y el artículo 172 de la misma ley, que se refieren a la carrera judicial, son buenos ejemplos de la distinción legal entre “superior funcional” y “superior administrativo”, a partir de la cual se distribuyen entre unos y otros superiores los deberes y atribuciones que les conciernen sobre el manejo de la carrera judicial de los empleados y funcionarios que de ella forman parte. Así, por ejemplo, el citado artículo 172 establece en lo pertinente: 

“Artículo 172. Evaluación de funcionarios. Los funcionarios de carrera serán evaluados por la Sala Administrativa de los Consejos Superior o Seccional de la Judicatura. Los superiores funcionales del calificado remitirán de conformidad con el reglamento el resultado de la evaluación del factor calidad, el cual servirá de base para la calificación integral. (…)” (se subraya).      
· En el caso de los empleados judiciales, la evaluación y calificación de los servicios prestados por los mismos compete a “sus superiores jerárquicos”, conforme lo dispone el artículo 171 ibídem, norma que también señala que la calificación insatisfactoria de un empleado de carrera dará lugar a su retiro, decisión contra la cual “proceden los recursos de la vía gubernativa”.  

· Disposiciones similares se encuentran en diferentes decretos que regulan las relaciones administrativas – laborales de los servidores judiciales con el Estado, como los decretos 1660 de 1978 y 052 de 1987, que conservan vigencia en cuanto no contradigan la Constitución Política o la Ley Estatutaria, como lo establece expresamente el artículo 204 de esta última.

c. Conclusiones. Como se observa en las normas citadas, la ley prevé que tanto los empleados como los funcionarios judiciales, es decir, los jueces, magistrados y fiscales, tengan superiores en el plano funcional y también en el campo administrativo, calidades que algunas veces coinciden y otras no en las mismas personas o corporaciones. 

El análisis de las mismas disposiciones permite inferir, igualmente, que los superiores administrativos o “jerárquicos” de los jueces y magistrados son sus respectivos nominadores, por regla general, pues a estos compete la mayor parte de funciones administrativas y las más importantes en relación con aquellos, si bien en algunos casos y para ciertos fines específicos, la ley señala otros superiores administrativos. 
4. Procesos disciplinarios contra empleados judiciales. Competencia  
a. De acuerdo con el artículo 125 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, “tienen la calidad de funcionarios los magistrados de las Corporaciones Judiciales, los Jueces de la República y los Fiscales”, al paso que son empleados “las demás personas que ocupen cargos en las Corporaciones y Despachos Judiciales y en los órganos y entidades administrativas de la Rama Judicial”. 

En el análisis que sigue la Sala se referirá exclusivamente a los procesos disciplinarios que se adelanten contra empleados judiciales, y dejará de lado los procesos disciplinarios contra funcionarios judiciales, cuyo conocimiento compete a las Salas Disciplinarias del Consejo Superior y de los consejos seccionales de la judicatura, con excepción de aquellos que se tramiten contra funcionarios que gocen de fuero constitucional. 

b. El artículo 115 de la Ley 270 de 1996 (Estatutaria de la Administración de Justicia) fija las siguientes reglas generales sobre la competencia para conocer de los procesos disciplinarios contra los empleados de la Rama Judicial: 

“Artículo 115. Competencia de otras corporaciones, funcionarios y empleados judiciales. Corresponde a las Corporaciones, funcionarios y empleados pertenecientes a la Rama Judicial, conocer de los procesos disciplinarios contra los empleados respecto de los cuales sean sus superiores jerárquicos, sin perjuicio de la atribución que la Constitución Política confiere al Procurador General de la Nación de ejercer preferentemente el poder disciplinario, conforme al procedimiento que se establezca en leyes especiales.

“En el evento en que la Procuraduría General de la Nación ejerza este poder sobre un empleado en un caso concreto desplaza al superior jerárquico.

“Las decisiones que se adopten podrán ser impugnadas ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, previo agotamiento de la vía gubernativa, en cuyo evento los respectivos recursos se tramitarán conforme con el artículo 50 del Código Contencioso Administrativo”.

Esta disposición asigna expresamente a los “superiores jerárquicos” de los empleados judiciales la competencia para conocer en primera instancia de los procesos disciplinarios contra ellos. Aunque no señala en forma explícita quién es el competente para tramitar la segunda instancia, sí lo hace de manera indirecta, al remitir al artículo 50 del Código Contencioso Administrativo, vigente a la sazón, el cual disponía que el “inmediato superior administrativo” era quien debía resolver el recurso de apelación que se interpusiera contra un acto administrativo de carácter definitivo. 

c. La norma citada no está hoy vigente, porque el código del cual formaba parte fue derogado en su integridad por el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), contenido en la Ley 1437 de 2011. Sin embargo el artículo 74 de esta ley sustituyó al 50 de la codificación anterior y dispuso sobre este punto:  

“Artículo 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos definitivos procederán los siguientes recursos:
1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque.
2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito.
“(…)

3. El de queja, cuando se rechace el de apelación.
“El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior del funcionario que dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la providencia que haya negado el recurso.

“(…)”. (Subraya la Sala). 

d. Puesto que el artículo 74 del CPACA se refiere al “superior administrativo o funcional”, en tanto que el artículo 50 del CCA aludía solamente al “superior administrativo”, es necesario indagar sobre la razón que explique dicho cambio. No se ha encontrado ninguna explicación al respecto en las actas de la Comisión Redactora del CPACA. Sin embargo el doctor Enrique Arboleda Perdomo, quien fue miembro de la citada Comisión, expone lo siguiente en sus “Comentarios al Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”
:
“Recurso de apelación. El recurso de apelación busca que el superior del funcionario que adoptó la decisión la revise, para que la reforme o revoque. La ley determina que el superior puede ser el administrativo, para englobar todo tipo de jerarquía, o el funcional, englobando con este término aquellos organismos que no pertenecen a la misma entidad que profirió el acto, pero que tienen como función la de definir el recurso de apelación contra ciertas decisiones de otras autoridades. A manera de ejemplo se puede citar la competencia de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios para desatar los recursos contra los actos que resuelven los reclamos contra las empresas por ella vigiladas
”. 
A partir de este razonamiento, al concordar el artículo 115 de la Ley 270 de 1996 con el artículo 74 del CPACA se llega a la conclusión de que el funcionario o corporación competente para conocer en segunda instancia de los procesos disciplinarios contra empleados judiciales es aquel o aquella que tenga el carácter de superior administrativo o funcional del empleado o funcionario que haya tramitado o adelante el proceso en primera instancia. 

e. Dado que el control disciplinario sobre los empleados judiciales es una función netamente administrativa, y que la Rama Judicial cuenta con una estructura orgánica claramente jerarquizada, el superior inmediato que debe tramitar la segunda instancia en esta clase de procedimientos no podría ser el funcional sino el administrativo, el cual por regla general y en virtud de su autonomía, debe encontrarse al interior de la misma Rama. Solo excepcionalmente, cuando dicho superior administrativo en definitiva no exista, sería necesario acudir a un superior ajeno a la Rama Judicial, para así garantizar el principio de la doble instancia en los procedimientos disciplinarios, como más adelante se explicará.  

f. La solución anterior concuerda, en lo sustancial, con la que resulta de interpretar en forma sistemática varias disposiciones del Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002. 
En primer lugar el artículo 2º (“titularidad de la acción disciplinaria”) señala que, sin perjuicio del poder disciplinario preferente de la Procuraduría General de la Nación y de las personerías distritales y municipales, “corresponde a las oficinas de control disciplinario interno y a los funcionarios con potestad disciplinaria de las ramas, órganos y entidades del Estado, conocer de los asuntos disciplinarios contra los servidores públicos de sus dependencias.” (Se subraya).      
Esta disposición guarda armonía con el artículo 67 ibídem, conforme al cual “la acción disciplinaria se ejerce por la Procuraduría General de la Nación; los Consejos Superior y Seccionales de la Judicatura… las oficinas de control disciplinario interno… y los nominadores y superiores jerárquicos inmediatos, en los casos a los cuales se refiere la presente ley.” (Se subraya).      
El artículo 6º de Ley 734 de 2002 consagra el principio del debido proceso en este campo y dispone: “el sujeto disciplinable deberá ser investigado por funcionario competente y con observancia formal y material de las normas que determinen la ritualidad del proceso…” (se subraya).      
El artículo 76 del estatuto disciplinario, que trata del control disciplinario interno, estatuye: 

“Artículo 76. Control disciplinario interno. Toda entidad u organismo del Estado, con excepción de las competencias de los Consejos Superior y Seccionales de la Judicatura, deberá organizar una unidad u oficina del más alto nivel, cuya estructura jerárquica permita preservar la garantía de la doble instancia, encargada de conocer y fallar en primera instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra sus servidores. Si no fuere posible garantizar la segunda instancia por razones de estructura organizacional conocerá del asunto la Procuraduría General de la Nación de acuerdo a sus competencias. 

“En aquellas entidades u organismos donde existan regionales o seccionales, se podrán crear oficinas de control interno del más alto nivel, con las competencias y para los fines anotados.

“En todo caso, la segunda instancia será de competencia del nominador, salvo disposición legal en contrario. En aquellas entidades donde no sea posible organizar la segunda instancia, será competente para ello el funcionario de la Procuraduría a quien le corresponda investigar al servidor público de primera instancia. 

“Parágrafo 1º. La Oficina de Control Interno Disciplinario de la Fiscalía General de la Nación conocerá y fallará las investigaciones que se adelanten contra los empleados judiciales de la entidad. La segunda instancia será de competencia del señor Fiscal General de la Nación.

“Parágrafo 2º. Se entiende por oficina del más alto nivel la conformada por servidores públicos mínimo del nivel profesional de la administración.

“Parágrafo 3º. Donde no se hayan implementado oficinas de control interno disciplinario, el competente será el superior inmediato del investigado y la segunda instancia corresponderá al superior jerárquico de aquel.”
Esta norma consagra el principio de la doble instancia en materia disciplinaria, y para garantizarlo establece que todas las entidades y organismos del Estado deben organizar oficinas de control disciplinario interno, encargadas de “conocer y fallar en primera instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra sus servidores”. El tercer inciso agrega que la segunda instancia compete al nominador, salvo disposición legal en contrario, y precisa que cuando “no fuere posible garantizar la segunda instancia por razones de estructura organizacional”, conocerá del asunto la Procuraduría General de la Nación. Finalmente, el parágrafo tercero determina que en aquellas entidades u organismos en donde no se hayan implementado oficinas de control disciplinario interno (como sucede en la Rama Judicial), el funcionario competente para desarrollar el proceso en primera instancia será el superior inmediato del investigado, y el competente en segunda instancia será el superior jerárquico de aquel (es decir, el superior del superior).   
g. Aunque el artículo 115 de la Ley 270 de 1996 es norma especial para la Rama Judicial, y tiene además una jerarquía superior a la del Código Disciplinario Único por tratarse de una ley estatutaria, existe armonía entre las dos normatividades en cuanto a la competencia para conocer de los procesos disciplinarios contra empleados judiciales en primera y en segunda instancia, ya que de ambas se deduce que la competencia para tramitar dichos asuntos en primera instancia corresponde al superior jerárquico inmediato del investigado, y en segunda instancia al superior jerárquico (administrativo) de este (el superior del superior). Tales empleados y funcionarios son los “funcionarios con potestad disciplinaria” de la Rama, y a ellos compete conocer de los asuntos disciplinarios que se sigan contra los empleados judiciales “de sus dependencias”, como lo establece el artículo 2º de la Ley 734 de 2002.

h. El artículo 76 de la Ley 734 aporta un elemento adicional que resulta de singular importancia, ya que tiene fundamento constitucional
, consistente en que en los procedimientos disciplinarios debe garantizarse el principio de la doble instancia. Por este motivo, cuando la estructura de la entidad, dependencia u organismo de que se trate no permite garantizar dicho principio, la segunda instancia será competencia de la Procuraduría General de la Nación. Sobre la importancia de este principio y su relación con la estructura jerárquica de la Rama Judicial la Corte Constitucional expone las siguientes razones en la sentencia C-718 de 2012
: 

“En este orden de ideas, para la jurisprudencia constitucional es claro que en la institución de la doble instancia subyacen los derechos de impugnación y de contradicción. En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la posibilidad de controvertir una decisión, exigen la presencia de una estructura jerárquica que permita la participación de una autoridad independiente, imparcial y de distinta categoría en la revisión de una actuación previa, sea porque los interesados interpusieron el recurso de apelación o resulte forzosa la consulta.” 
i. Como se explicó en el acápite anterior, los funcionarios judiciales, incluyendo los jueces y los magistrados, tienen superiores jerárquicos en el campo administrativo. 
A este respecto la regla general, aunque no absoluta, es que el superior jerárquico de los funcionarios judiciales es su nominador, si bien en algunos casos y para ciertos fines específicos la ley habilita a otros funcionarios o corporaciones para actuar como superiores del respectivo funcionario judicial. Esta regla general obedece, a juicio de la Sala, a que la potestad que con mayor intensidad y claridad denota una superioridad jerárquica al interior de cualquier empresa, entidad u organización, pública o privada, es la facultad de nombrar o designar a un empleado, separarlo de su cargo, aceptar su retiro y nombrar su reemplazo en forma provisional o definitiva. 

Por tanto, cuando el artículo 74 del CPACA, aplicable a estos procedimientos por la remisión que ordena el artículo 115 de la Ley 270 de 1996, se refiere al “inmediato superior administrativo”, o cuando el artículo 76 del Código Disciplinario Único menciona el “superior jerárquico”, tales disposiciones aluden, en el caso de la Rama Judicial, al funcionario o corporación judicial que actúe como superior inmediato en el plano administrativo del empleado o funcionario judicial que conozca o haya conocido el proceso disciplinario en primera instancia. Tal como se explicó, ese funcionario o corporación es, por regla general, el nominador del funcionario investigador.  
Si bien es cierto que “la nominación de un funcionario y el cumplimiento de las tareas anejas a esa atribución no implica, en todos los casos, la existencia de un inexorable y general poder de subordinación en el ámbito administrativo”, como advierte la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia
, ya que en algunos casos el nominador ni siquiera forma parte de la Rama Judicial, como ocurre con los magistrados de la Corte Constitucional y de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, tal situación es excepcional y solamente se presenta en algunos casos debido al particular diseño constitucional en cuanto al nombramiento de los magistrados de dichas Cortes. En tales situaciones especiales, la necesidad de garantizar el principio de la doble instancia en el campo disciplinario, haría que resultara forzoso aplicar lo dispuesto en el artículo 76 de la Ley 734, en el sentido de que la competencia funcional para conocer en segunda instancia de los procesos disciplinarios adelantados por los respectivos magistrados correspondería a la Procuraduría General de la Nación. Pero más allá de tales excepciones, la regla general es que el nominador de un funcionario judicial es su superior jerárquico, razón por la cual la ley le otorga varias facultades y atribuciones administrativas inherentes a dicha condición.      
j. Esta es la posición que sostuvo la Sala Plena del Consejo de Estado cuando resolvía este tipo de conflictos mediante la denominada “acción de definición de competencias administrativas”, y que también ha sostenido la Sala de Consulta y Servicio Civil en relación con el conocimiento de los recursos de apelación y de queja, o la resolución de impedimentos y recusaciones que se presentan contra las decisiones y actuaciones adoptadas o efectuadas por los funcionarios judiciales al evaluar y calificar los servicios prestados por sus empleados subalternos, así como también al ejecutar otras tareas administrativas. 

En efecto, esta corporación, en providencia del 27 de octubre de 1998
, reiterada en varias decisiones posteriores, manifestó:           

“Tal como puede observarse, por superior en el orden administrativo se entiende el organismo nominador, motivo por el cual el superior jerárquico en el orden administrativo dentro de la rama judicial, no es otro que el nominador del respectivo funcionario, perteneciente a la misma rama, o lo que es lo mismo, al interior de su organización jerárquica.

(….)
“De otra parte, considera la Sala que el inmediato superior administrativo de un juez civil municipal es el Tribunal Superior del Distrito de su jurisdicción, que por mandato del artículo 20 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, es su nominador, y por virtud de los artículos 136, 144 y 146, ibídem, y en su calidad de  superior, debe conceder a los jueces, las comisiones de servicios, los permisos y las vacaciones individuales cuando a ellas haya lugar.

“Lo anterior reitera que en tratándose de la rama judicial, el nominador es el superior del funcionario judicial, motivo por el cual el superior de un juez para efectos administrativos, es el Tribunal Superior del Distrito Judicial…” 
La Sala de Consulta y Servicio Civil, en decisión del 18 de mayo de 2011
, ratificó este criterio en los siguientes términos: 

“El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Armenia es superior jerárquico de la Juez de Familia de Calarcá, también para efectos administrativos, y por tanto no es acertado afirmar que únicamente lo sea “respecto de los asuntos jurisdiccionales”. No por otra razón, además de ser nominador del Juez, conforme a los artículos 20-1 y 131-7 de la ley 270 de 1996, el Tribunal es la entidad que, en su carácter de superior administrativo, le concede las comisiones de servicios, los permisos y las vacaciones individuales cuando a ellas haya lugar, de acuerdo con los artículos 136, 144 y 146 de la misma ley.

“En conclusión, la Sala encuentra que la entidad competente para decidir sobre la manifestación de impedimento de la Juez de Familia de Calarcá en estudio es el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Armenia, que deberá tramitar el asunto de conformidad con las reglas del artículo 30 del Código Contencioso Administrativo…” (Subrayas fuera del texto).
No escapa a la Sala que tanto la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo como la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado fueron, durante muchos años, del criterio de que la segunda instancia en los procesos disciplinarios adelantados por jueces y magistrados contra empleados judiciales competía a la Procuraduría General de la Nación, con el argumento de que tales funcionarios carecían de superiores jerárquicos en el campo administrativo y, especialmente, en lo relativo a la administración del personal a su cargo. Sin embargo, dicha posición fue rectificada a partir de la decisión tomada por esta Sala el 13 de agosto de 2013, antes citada. 
Si se acepta que el competente para conocer de los recursos de apelación contra las decisiones que adoptan los jueces al calificar los servicios de los empleados judiciales de sus despachos, es el respectivo tribunal superior, en su calidad de nominador y, como tal, superior jerárquico-administrativo de aquellos funcionarios, no es congruente sostener que el mismo tribunal no sea competente para conocer en segunda instancia de las decisiones que en materia disciplinaria tomen dichos jueces contra los mismos empleados.  Ocurre que las dos funciones en consideración son igualmente administrativas, y que las normas que regulan ambas situaciones no especifican quién es el superior jerárquico de dichos jueces, pues se limitan a señalar que contra las decisiones adoptadas por ellos en estos ámbitos proceden los recursos previstos en el CCA (hoy, en el CPACA), como sucede con los artículos 115 y 171 de la Ley 270 de 1996, o simplemente señalan que la segunda instancia corresponde al respectivo “superior jerárquico”, ante quien se ejerce un recurso de apelación, que por ello también se denomina recurso “jerárquico”.      

k. Resalta la Sala que si se acogiera el criterio de que los jueces y magistrados no tienen superiores jerárquicos en asuntos administrativos, no habría entonces quién resolviera sobre las comisiones de servicios solicitadas por dichos funcionarios (artículo 136 de la Ley 270 de 1996), ni quién propusiera y diera el visto bueno para el otorgamiento de “comisiones especiales” a los mismos (artículo 139 ibídem), pues las normas citadas establecen que tales atribuciones corresponden al “superior” o al “superior jerárquico” del respectivo funcionario judicial, sin especificar en concreto quién es tal superior. Tampoco podrían resolverse los recursos de apelación contra los actos que ordenan el retiro de los empleados judiciales de carrera, debido a la calificación insatisfactoria de sus servicios efectuada por los jueces y magistrados titulares de los despachos en los cuales laboran (artículo 171 de la Ley Estatutaria), porque habría que concluir, con la tesis que se rebate, que tales decisiones no son susceptibles de impugnación mediante el recurso de alzada, pues dichos funcionarios no tendrían superior jerárquico.  
l. Finalmente se observa que no cabe atribuir a la Procuraduría General de la Nación la titularidad de una competencia genérica para conocer en segunda instancia de las decisiones disciplinarias que adopten los jueces y magistrados, esgrimiendo el argumento de que la Rama Judicial no tiene una estructura jerárquica que permita “preservar la garantía de la doble instancia”, según reza el primer inciso del artículo 76 citado. Tampoco es cierto que en la misma Rama “no sea posible organizar la segunda instancia”, condición a partir de la cual asumiría competencia para conocer de dicha instancia “el funcionario de la Procuraduría a quien le corresponda investigar al servidor público de primera instancia”. (Inciso 3º de la misma norma).
Ni lo uno ni lo otro, pues en la Rama Judicial la segunda instancia está garantizada, en casi la totalidad de los casos, precisamente gracias a su estructura organizacional. Esta circunstancia descarta la injerencia del Ministerio Público en los asuntos disciplinarios propios de la Rama, salvo en los casos excepcionales antes señalados, o cuando dicho órgano actúe en ejercicio de su poder preferente, todo lo cual es acorde con los principios de autonomía judicial y de administración independiente de la Rama.
5. El caso concreto
Como se expuso en los antecedentes, luego de haberse abierto y tramitado una investigación disciplinaria contra los señores Edgar Villarraga Mesa y Henry Mora Riaño, empleados adscritos a la Secretaría de la Subsección “D” de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, la Sala Plena de dicha sección profirió fallo disciplinario de primera instancia el 31 de julio de 2013, mediante el cual absolvió al primero de los investigados y declaró responsable disciplinariamente al segundo, a quien impuso una sanción de tres (3) meses de suspensión. 
Dado que contra esa decisión el señor Mora Riaño y su abogada de oficio interpusieron el recurso de apelación, y que es en relación con la competencia para tramitar y resolver dichos recursos que se ha suscitado el presente conflicto de competencias administrativas, la Sala de Consulta y Servicio Civil debe resolver qué funcionario o corporación judicial es competente, en este caso concreto, para conocer en segunda instancia del respectivo proceso disciplinario. 

Sin embargo, primero es necesario hacer algunas consideraciones sobre la competencia para conocer del mismo asunto en primera instancia, ya que de lo manifestado por la Presidenta del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en el escrito que envió a la Sala el pasado 27 de marzo, y de lo expresado por la Sala Plena de ese tribunal en decisiones del 28 de octubre de 2013 y el 2 de marzo de 2015, se infiere que la posición mayoritaria de los magistrados que conforman esa corporación consiste en que la competencia para conocer en primera instancia de los procesos disciplinarios contra empleados adscritos a las secretarías de las diferentes secciones y subsecciones, corresponde al secretario de la respectiva sección, como “superior inmediato” de los empleados investigados, mientras que la competencia para resolver tales asuntos en segunda instancia se encuentra en cabeza de las salas plenas de las mismas secciones.
Si esto fuere así, resultaría entonces que, además de estar viciado de nulidad el proceso disciplinario que nos ocupa por falta de competencia, como lo dispone el artículo 143, numeral 1º de la Ley 734 de 2002
, ya que el fallo disciplinario fue proferido por la Sala Plena de la Sección Segunda y no por el Secretario de la Subsección “D”, la competencia para conocer en segunda instancia de dicho proceso correspondería a la Sección Segunda del Tribunal, como superior jerárquico y nominador del respectivo secretario, según lo establece el artículo 10, parágrafo, literal c) del Acuerdo Nº 209 de 1997
.

Sin embargo, esta Sala no comparte la postura adoptada por la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Cundinamarca y acoge, en cambio, la tesis que sobre este punto defienden varios de los magistrados que salvaron el voto frente a la posición mayoritaria, así como la Sección Segunda de dicha corporación en este caso particular, al considerarse a sí misma competente para resolver en primera instancia el proceso disciplinario que se inició contra los señores Villarraga y Mora, por las razones que se explican a continuación:

a. En primer lugar, porque así lo dispone expresamente una norma vigente. En efecto, el literal f) del parágrafo del artículo 10 del Acuerdo 209 de 1997, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Administrativa -, establece que una de las funciones a cargo de las secciones del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, es la de “conocer de los procesos disciplinarios que se adelanten contra los empleados nombrados por la sección”, entre los cuales están, según se ha visto, los empleados que laboran en las secretarías de las secciones y subsecciones de esa corporación judicial. 
b. Aunque podría sostenerse, en gracia de discusión, que dicha disposición no especifica si el conocimiento de los procesos disciplinarios por parte de las secciones del Tribunal de Cundinamarca es en primera o en segunda instancia, lo que llevaría a pensar que esta norma no impide concluir que las salas plenas de tales secciones conocen de los procesos disciplinarios adelantados contra los empleados de las mismas dependencias en segunda instancia, existe sin embargo un conjunto de argumentos gramaticales y lógicos que permiten desvirtuar esta conclusión: (i) En primer lugar, porque si esto fuera lo que hubiese querido disponer la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, así lo hubiera dicho de forma clara y expresa, pues no resulta normal ni lógico, sino, por el contrario, anormal y extraño, que una disposición establezca la competencia para llevar a cabo una actuación administrativa en segunda instancia, sin decirlo expresamente, pero no fije la competencia para realizar tal actuación en primera instancia. En efecto, como bien es sabido, la competencia para conocer de un asunto (administrativo o judicial) en segunda instancia depende principalmente de quién sea el competente para conocer del mismo en primera instancia, y no al contrario. (ii) Los procesos disciplinarios, como todo proceso (administrativo o judicial), constituyen una serie de etapas y actividades entrelazadas y ordenadas en forma lógica para llegar a un fin. En el caso de los disciplinarios, la parte usualmente más dispendiosa y compleja de dichos procesos, es la investigación, que se realiza dentro de la primera instancia, cuya trascendencia es medular en el buen suceso de los mismos.  Por lo tanto, cuando la norma que se comenta alude a los “procesos disciplinarios”, resulta lógico pensar que se refiera a la primera instancia, que es donde se realiza la mayor parte del proceso, y no a la segunda, en donde el operador disciplinario se limita normalmente a resolver el recurso de apelación que se haya interpuesto contra el fallo. (iii) Cuando el precepto que se analiza hace referencia a los “empleados nombrados por la sección”, incluye tanto al secretario de la misma como a los demás empleados que laboran en esa dependencia, pues no existe ninguna otra norma en el Acuerdo 209 de 1997 que aluda en particular al órgano competente para ejercer el control disciplinario sobre el Secretario General y los secretarios de las secciones del Tribunal de Cundinamarca. Siendo esto así, no habría ninguna razón para concluir que a los secretarios de dichas secciones los investiga disciplinariamente la sala plena de estas secciones, como lo admite la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en sus providencias del 28 de octubre de 2013 y del 2 de marzo de 2015, antes citadas, pero que a los demás empleados de dichas dependencias no los pueda investigar disciplinariamente las secciones, sino los secretarios de las mismas, ya que de esa forma se estaría creando una distinción que la disposición mencionada no hace. 
c. Observa la Sala que la norma analizada se encuentra en plena armonía con otros preceptos del Acuerdo Nº 209 de 1997. En primer lugar, con el literal c) del mismo parágrafo del artículo 10º, que establece como función de las secciones del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, la de “elegir a los empleados adscritos a la sección, concederles licencias, resolver, (sic) las renuncias que presenten de sus cargos y removerlos de acuerdo con la ley”. En segundo término, con el inciso final del artículo 21, el cual preceptúa que los empleados adscritos funcionalmente a las secretarías (general y de las secciones) “dependerán jerárquicamente de la respectiva sala o sección, que será la autoridad nominadora”. En tercer lugar, con el artículo 5º del mismo Acuerdo, que al consagrar las funciones de las salas plenas de los tribunales administrativos, lo hace en forma simétrica a las funciones de las secciones. Entre dichas funciones de las salas plenas se encuentran las de “elegir a los empleados del tribunal que no estén adscritos a una determinada sala, sección o subsección, o a los despachos de los magistrados; concederles licencia, resolver las renuncias que presenten y removerlos de acuerdo con la ley” (literal c); “conocer de los procesos disciplinarios de los empleados nombrados por la sala” (literal m), y “decidir los asuntos administrativos del tribunal que no correspondan a otra autoridad” (literal r). Y finalmente, aquella norma guarda armonía con el artículo 14 ibídem, que se refiere al secretario general de los tribunales administrativos y a los secretarios de las secciones del Tribunal de Cundinamarca, sin que a ninguno de ellos se le otorgue la potestad disciplinaria ni, en general, otra clase de atribución en el campo administrativo frente a los empleados de las respectivas secretarías.
d. El análisis sistemático de las normas citadas, además de su estudio gramatical, llevan a concluir que, bajo la regulación contenida en el Acuerdo 209 de 1997 sobre el funcionamiento de los tribunales administrativos, los empleados adscritos a la secretaría general no dependen jerárquicamente del respectivo secretario, desde el punto de vista administrativo, sino de la sala plena. Adicionalmente, en el caso específico del Tribunal de Cundinamarca, los empleados de las secretarías de cada sección y subsección, no dependen jerárquicamente de los respectivos secretarios, sino de cada una de las secciones. En esa medida, los citados secretarios no fungen como superiores jerárquicos-administrativos de aquellos empleados, sino como sus superiores funcionales, esto es, para la coordinación, la dirección o supervisión y el control de las tareas o actividades que les corresponde ejecutar en desarrollo de sus cargos, tal como lo sugiere el artículo 21 del acuerdo que se comenta, cuando advierte que se trata de “empleos adscritos funcionalmente a las secretarías” (se resalta).

e. Finalmente, vale la pena mencionar que aun cuando pudiera pensarse que la regulación contenida en el Acuerdo Nº 209 de 1997 sobre la competencia para llevar a cabo los procesos disciplinarios contra los empleados de los tribunales administrativos excede lo dispuesto en la ley, especialmente lo previsto en el artículo 115 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y en los artículos 67 y 76, entre otros, de la Ley 734 de 2002, por lo cual sería necesario dejar de aplicar lo dispuesto en el Acuerdo, en virtud de la llamada “excepción de ilegalidad”, tal solución no resulta aceptable, por las siguientes razones: (i) Dicho acuerdo constituye un acto administrativo de carácter general, que fue expedido por el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Administrativa – en ejercicio de la facultad consagrada en el artículo 257, numeral 3º de la Constitución Política, que le atribuye la función de “dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos y la regulación de los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador” (subrayamos). (ii) En la medida en que el artículo 115 de la Ley Estatutaria establece que los competentes para conocer de los procesos disciplinarios contra los empleados judiciales en primera instancia son “las Corporaciones, funcionarios y empleados” que sean sus superiores jerárquicos, pero no define dicho concepto ni mucho menos señala cuáles son los superiores jerárquicos de los empleados en cada despacho y corporación judicial, bien podía el Consejo Superior de la Judicatura, al regular la organización interna y el funcionamiento de los tribunales administrativos, disponer que el superior jerárquico (en el ámbito administrativo) de los empleados adscritos a las secretarías de tales corporaciones es la respectiva sala plena y, en el caso del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, las respectivas secciones, razón por la cual corresponde a dichas salas plenas y secciones llevar a cabo y fallar los procesos disciplinarios contra esos empleados. 
f. Por lo tanto, no siendo claro ni mucho menos ostensible que exista alguna ilegalidad en las normas citadas del Acuerdo Nº 209 de 2007, no sería viable aplicar una “excepción de ilegalidad” frente a tales disposiciones. Por el contrario, dicho acto administrativo se encuentra revestido de la presunción de legalidad propia de tales manifestaciones de la voluntad estatal y, en esa medida, sus normas son de obligatorio cumplimiento, mientras la jurisdicción contencioso administrativa no las declare nulas ni suspenda provisionalmente sus efectos.                           
En esa medida, la Sala considera que cuando la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca asumió competencia para resolver en primera instancia el proceso disciplinario contra los señores Edgar Villarraga Mesa y Henry Mora Riaño, lo hizo dando cumplimiento a las normas del Acuerdo Nº 209 de 1997 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, disposiciones que, por los motivos indicados, no resultan aparentemente opuestas a las disposiciones legales que señalan la competencia para el conocimiento de los procesos disciplinarios contra empleados judiciales, principalmente aquellas contenidas en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y en el Código Disciplinario Único. 

Por tal motivo, la Sala no encuentra razones válidas ni suficientes para concluir que la referida sección del Tribunal Administrativo de Cundinamarca no sea competente para adoptar la decisión que tomó en el citado proceso disciplinario. A partir de esta afirmación se hace necesario, ahora sí, determinar quién es el funcionario o la corporación judicial para conocer de este asunto en segunda instancia y, en tal virtud, resolver los recursos de apelación presentados contra el mencionado fallo.      
En este punto es necesario recordar que los magistrados de los tribunales administrativos son elegidos por la Sala Plena del Consejo de Estado, tal como lo disponen el artículo 131 numeral 5º de la Ley Estatutaria y el artículo 2º numeral 3º del Reglamento Interno de esta corporación
, motivo por el cual la Sala Plena, en su condición de nominadora de los referidos funcionarios judiciales, debe ser considerada como su superior jerárquico, según lo que se ha explicado en esta decisión. 
Por todo lo expuesto la Sala declarará competente para pronunciarse sobre los recursos de apelación interpuestos por el señor Henry Mora Riaño y su apoderada de oficio, a la Sala Plena del Consejo de Estado. 
6.  Definición de competencia y términos legales
Cabe precisar finalmente que el procedimiento especialmente regulado en el artículo 39 de la Ley 1437 de 2011, para que la Sala de Consulta y Servicio Civil decida los conflictos de competencias que pudieren ocurrir entre autoridades administrativas, obedece a la necesidad de definir en toda actuación administrativa la cuestión preliminar de la competencia. Puesto que la Constitución prohíbe a las autoridades actuar sin competencia, so pena de incurrir en responsabilidad por extralimitación en el ejercicio de sus funciones (artículo 6º), y el artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 prevé que la expedición de actos administrativos sin competencia dará lugar a su nulidad, mientras no se determine cuál es la autoridad obligada a conocer y resolver, no corren los términos previstos en las leyes para que decidan los correspondientes asuntos administrativos.
 
Debido a estas razones de orden constitucional y legal, mientras la Sala de Consulta y Servicio Civil dirime la cuestión de la competencia no corren los términos a que están sujetas las autoridades para cumplir oportunamente sus funciones. De ahí que, conforme al artículo 39, “mientras se resuelve el conflicto, los términos señalados en el artículo 14 [sobre derecho de petición] se suspenderán”
. El artículo 21 del CPACA, tal como fue sustituido por el artículo 1º  de la Ley 1755 de 2015, en relación con el funcionario sin competencia, dispuso que “[s]i la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la petición por la autoridad competente.” Por esta misma razón, cuando se tramiten impedimentos o recusaciones, circunstancia que deja en suspenso la competencia del funcionario concernido, el artículo 12 del CPACA establece que “[l]a actuación administrativa se suspenderá desde la manifestación del impedimento o desde la presentación de la recusación, hasta cuando se decida”.
 
Con fundamento en las consideraciones precedentes, en la parte resolutiva se declarará que en el presente asunto, los términos suspendidos se reanudarán o empezarán a correr a partir del día siguiente a aquel en que la presente decisión sea comunicada.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado,
RESUELVE:
PRIMERO. Declarar que la Sala Plena del Consejo de Estado es el órgano competente para pronunciarse sobre los recursos de apelación interpuestos por el señor Henry Mora Riaño y su defensora de oficio, contra el fallo emitido por la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 31 de julio de 2013, dentro del proceso disciplinario identificado en primera instancia con el número 25000-23-25-000-2011-00970-01. 
SEGUNDO. Remítase el expediente a la Sala Plena del Consejo de Estado, por intermedio de su Presidente, para que continúe la actuación. 
TERCERO. Comuníquese esta decisión, con copia de la providencia, al Consejo de Estado – Sala Plena -, a la Procuraduría General de la Nación – Procuraduría Delegada para la Vigilancia Judicial y la Policía Judicial -, al Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sala Plena y Sección Segunda -, a los señores Edgar Villarraga Mesa y Henry Mora Riaño y a la defensora de oficio de este último. 
CUARTO. Los términos legales a que esté sujeta la actuación administrativa en referencia se reanudarán o empezarán a correr a partir del día siguiente a aquel en el cual se comunique la presente decisión.
La anterior decisión se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
ÁLVARO NAMÉN VARGAS 
Presidente de la Sala

GERMÁN ALBERTO BULA ESCOBAR                       WILLIAM ZAMBRANO CETINA

        Consejero de Estado                                                Consejero de Estado
LUCÍA MAZUERA ROMERO
Secretaria de la Sala
� Este número corresponde al asignado al proceso disciplinario en primera instancia. En el trámite de la segunda instancia, se radicó con el Nº 25000-23-36-000-2013-02171-00.  


� Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, decisión del 13 de agosto de 2013. Expediente Nº 11001-03-06-000-2013-000207-00. Conflicto de competencias entre la Sala Civil Laboral del Tribunal Superior de Santa Rosa de Viterbo y la Procuraduría General de la Nación – Procuraduría Regional de Boyacá.


� “Por el cual se establecen las reglas generales para el funcionamiento de los tribunales administrativos”.


� Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sala Plena, providencia del 28 de octubre de 2013. Expediente Nº 2011-1953.  


� Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sala Plena, providencia del 2 de marzo de 2015. 


� Radicación Nº 11001-03-06-000-2014-00006-00. 


� Salas Administrativas del Consejo Superior de la Judicatura y de los Consejos Seccionales, juzgados penales municipales, juzgados de ejecución de penas, Fiscalía General de la Nación e Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.  


� ARBOLEDA Perdomo, Enrique. Comentarios al Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 2ª edición. Editorial Legis, Bogotá, 2013, p. 125. 


� “[32] Ver artículo 159 de la Ley 142 de 1994”. 


� Artículos 29 y 31 de la Constitución Política.   


� Corte Constitucional, sentencia C-718 del 18 de septiembre 2012. Exp. D-8993. 


� Auto del 9 de noviembre de 2004. Exp. Nº 11-001-02-30-008-2004-00001.


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decisión del 27 de octubre de 1998. Rad. Nº C-411.  


� Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil. Decisión del 18 de mayo de 2011. Rad. Nº 11001-03-06-000-2011-00024-00(C).


� “Artículo 143. Causales de nulidad. Son causales de nulidad las siguientes: 


La falta de competencia del funcionario para proferir el fallo.


(…)”.


� “Artículo 10º. FUNCIONES DE LAS SALAS DE DECISIÓN…


(…)


Parágrafo. Además de las anteriores funciones, las secciones del Tribunal de Cundinamarca tendrán las siguientes:


(…)


c) Elegir los empleados adscritos a la sección, concederles licencias, resolver, (sic) las renuncias que presenten de sus cargos y removerlos de acuerdo con la ley.


(…)”. (Negrillas en el original). 








� Adoptado mediante el Acuerdo Nº 58 de 1999 de la Sala Plena y modificado en varias ocasiones. 


� La Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, por el siguiente: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: //1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. // 2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.// Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto”.






